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Durante muchos años la población civil ha sido la principal víctima del conflicto 
armado en Colombia, por parte de los grupos armados Ilegales, a raíz de todo 
este problema de seguridad, el actual gobierno ha decidido poner en marcha una 
estrategia legislativa donde a las víctimas del conflicto armado interno se les 
brinden todas las medidas necesarias para que sean respetados y restituidos sus 
derechos como habitantes del territorio Colombiano y de esta manera cesen de 
una vez por todas las violaciones a los Derechos Humanos por las que han sido 
víctimas. De una manera integral, queriendo esto decir que a la víctima no 
solamente se le debe reparar en lo material, sino que gran parte de la reparación 
consistirá en que las personas reciban tratamiento psicológico especializado, 
medidas que estarán en cabeza del Estado como institución encargada de 
garantizar que los habitantes de Colombia convivan en paz. Realizar una 
reparación integral, en principio quiere decir que la víctima del conflicto armado 
tiene el derecho a que se le restituyan sus tierras, a recibir una indemnización 
administrativa, una rehabilitación, y que se le garantice la no repetición de los 
hechos victimizantes. El presente proyecto se enfoca en cuanto a la justicia 
transicional y reparación de víctimas del conflicto con los paramilitares, se busca 
verificar si el gobierno ha cumplido con las medidas de reparación integral y desde 
un punto práctico analizar la realidad en la puesta en marcha de las mismas. 
 
Palabras claves: Víctimas del conflicto, paramilitarismo, conflicto interno, 











For many years the civilian population has been the main victim of the armed 
conflict in Colombia, by the illegal armed groups, as a result of all this security 
problem, the current government has decided to implement a legislative strategy 
where the victims of the internal armed conflict they are offered all the necessary 
measures so that their rights as inhabitants of the Colombian territory are 
respected and restored and in this way they cease once and for all the human 
rights violations for which they have been victims. In an integral way, this means 
that the victim should not only be repaired in the material, but that a large part of 
the reparation will consist of people receiving specialized psychological treatment, 
measures that will be at the head of the State as the institution in charge of 
guarantee that the inhabitants of Colombia live together in peace. Carrying out 
comprehensive reparation, in principle means that the victim of the armed conflict 
has the right to have their lands restored, to receive administrative compensation, 
rehabilitation, and to be guaranteed the non-repetition of the victimizing events. 
This project focuses on transitional justice and reparation for victims of the conflict 
with the paramilitaries, it seeks to verify whether the government has complied with 
comprehensive reparation measures and, from a practical point of view, analyze 
the reality in the implementation of the themselves. 
 
Keywords: Victims of the conflict, paramilitarism, internal conflict, restitution of 












El conflicto armado interno en Colombia constituye una de las realidades más 
difíciles que, en aumento ha quebrantado los sectores vulnerables del país, la 
ausencia de garantías o la inoperancia de las mismas ha prolongado el conflicto y 
confrontado las estructuras que componen las medidas de reparación integral. Si 
bien, la noción de reparar precisa el restablecimiento a la víctima de la situación 
anterior a la ocurrencia del hecho dañino.  
 
Hay situaciones que traspasan el panorama de derechos humanos dejando en 
evidencia los escenarios más desprotegidos y abandonados del estado donde 
residen las victimas que les han arrebatado las seguridades más elementales, en 
efecto “Las reparaciones deben tener una vocación transformadora y no 
puramente restitutoria, esto es, que las reparaciones no sólo deben enfrentar el 
daño que fue ocasionado por los procesos de victimización, sino también las 
condiciones de exclusión en que vivían las víctimas y que permitieron o facilitaron 
su victimización1”.  
 
En esta medida, las políticas de resarcimiento deben atravesar no solo una mirada 
desde los derechos humanos2 sino una visión transformadora del tejido social, es 
aquí de donde proviene uno de los mayores desafíos del camino hacia la 
transición, la activación de mecanismos que toquen la naturaleza del conflicto. De 
ahí que, para lograr un amparo integral de las víctimas que comprendiera 
mecanismos de asistencia, atención, prevención, protección, reparación integral, 
acceso a la justicia y conocimiento de las víctimas. Es importante precisar el 
reconocimiento histórico de los derechos de las víctimas para confrontar las bases 
                                            
1
 UPRIMNY Yepes, Rodrigo; SÁNCHEZ Duque, Luz María. y SÁNCHEZ León, Nelson Camilo. Justicia para la paz 
crímenes atroces, derecho a la justicia y paz negociada. Centro de Estudios de Derecho, Justicia y Sociedad.  





del conflicto y así entrever tanto la pertinencia de estos mecanismos restaurativos 
como la aplicación de los mismos en un proceso de construcción conjunta. 
 
Por lo anteriormente expuesto, se planteó el siguiente interrogante ¿Cuál ha sido 
el impacto en cuanto a la reparación económica de las víctimas del conflicto 
armado en Colombia en el proceso de justicia y paz con los paramilitares? Con el 
fin de cumplir con cada una de las etapas de la investigación científica y buscando 
la forma de dar respuesta al interrogante planteado se propuso el siguiente 
objetivo general: Analizar la forma en que se ha dado la reparación económica de 
las víctimas en el proceso de justicia y paz con los paramilitares en Colombia. 
Adicional al mencionado objetivo se procedió a estructurar los siguientes objetivos 
específicos: Describir la reparación económica de las víctimas del paramilitarismo 
antes de la ley 975 del 2005; identificar los aspectos importantes de la reparación 
económica de las víctimas de los paramilitares después de la ley 975 del 2005; 
extractar la sentencia c-370/06; examinar los aspectos importantes de la 
reparación económica de las víctimas en el proceso de justicia y paz a la luz de la 
ley 975 de 2005. 
 
Por otro lado, es justificable el presente estudio teniendo en cuenta, que el 
propósito de esta investigación parte de la necesidad de evidenciar una de las 
problemáticas sociales que más han golpeado la estructura del Estado 
colombiano, como lo es el conflicto armado, que surge tanto de la violencia que ha 
sufrido el país por años, como del abandono estatal de los gobernantes y la fuerza 
pública en las zonas más vulnerables del país. 
 
En primer lugar, lo que se pretende con este estudio es analizar de forma 
cualitativa desde el enfoque de la justicia transicional como se ha efectuado la 
reparación integral a las victimas bajo los parámetros de la ley 975 del 2005, el 
fallo de la Corte Constitucional y la adaptación de la normatividad vigente a nivel 
nacional e internacional para exteriorizar las medidas y acciones dirigidas a 
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resarcir a las víctimas del conflicto armado, la participación activa de los diversos 
mecanismos e instituciones encaminadas a la búsqueda de alternativas que 
construyan condiciones de vida digna y de esta forma, evidenciar como se han 
implementado en Colombia las medidas de satisfacción, restitución y 
restablecimiento de derechos enfocadas a la recuperación de la confianza cívica 
por parte de la ciudadanía.  
 
En ese sentido, se busca confrontar la realidad del Estado en materia de 
protección de derechos y acceso a la justicia que evidencie el cumplimiento de las 
obligaciones y la aplicación de los principios de dignidad humana, igualdad e 
integración. Así como visibilizar la ejecución de un Estado democrático y 
garantista que busca crear condiciones y oportunidades para una población 
invisibilizada que ansía participación, precisa transformación social y búsqueda de 
la paz. 
 
En definitiva, el estudio permitirá apreciar la asistencia al proceso de transición 
como un factor determinante que incide en los escenarios del conflicto y cambia la 
situación de la víctima para reconocerla como sujeto de derechos que requiere 
una reparación transformadora desde el conocimiento pleno de los logros y los 












 REPARACIÓN ECONÓMICA DE LAS VÍCTIMAS DEL PARAMILITARISMO 
ANTES DE LA LEY 975 DEL 2005 
1.1. VICTIMAS DEL CONFLICTO INTERNO DEL PARAMILITARISMO 
 
El conflicto armado en Colombia se ha desarrollado en los escenarios social, 
político, institucional y militar, siendo este último su expresión más visible pero no 
siempre la más cruda3. A lo largo del conflicto con los paramilitares en Colombia 
desde finales de los 80” y comienzos de los 90” conllevo a que se incrementara en 
el país la pobreza, la marginalidad, el desarraigo, el despojo, la exclusión, el 
desconocimiento de derechos, la estigmatización, el señalamiento, la persecución, 
la coerción física, la amenaza, el desplazamiento forzado, la retención y 
judicialización arbitraria, la tortura, la detención-desaparición, la masacre, el 
genocidio, el asesinato selectivo, hacen parte del repertorio de deshumanización 
que ha caracterizado el conflicto colombiano en una violación flagrante de los 
derechos fundamentales y los derechos humanos. 
 
A raíz del conflicto armado con los paramilitares en Colombia, se han venido 
vulnerando los derechos humanos y el derecho internacional humanitario.  La 
comunidad internacional y la misma Corte Interamericana de Derechos Humanos 
han sido organismos que han propendido velar por la protección de estos 
derechos a aquellos colombianos que de una forma u otra han sido víctimas del 
conflicto. 
 
                                            
3
 VALDIVIESO Collazos, Andrés Mauricio. La justicia transicional en Colombia. Los estándares internacionales 
de derechos humanos y derecho internacional humanitario en la política de Santos. Pap. Polít. Vol. 17, No. 2, 
621-653. Artículo de reflexión. Bogotá, 2012. 
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En Colombia, al igual que en otros países donde existen conflictos armados, los 
derechos de las víctimas de violaciones de los derechos humanos y del derecho 
internacional humanitario, han sido reconocidos en una variedad de instrumentos 
internacionales4. Estos instrumentos desarrollan el derecho a la verdad, el derecho 
a la justicia, el derecho a la reparación y el derecho a las garantías de no 
repetición. Por su parte, la obligación de reparar se ha incorporado de manera 
genérica en varios instrumentos internacionales, de los cuales es posible extraer 
los fundamentos de su exigibilidad, así como los mecanismos jurídicos a través de 
los cuales los Estados deben asegurar a las víctimas el acceso a las reparaciones 
y restablecimiento de sus derechos, sin que se señalen los componentes 
específicos de este derecho. 
 
De igual forma el conflicto armado en Colombia y el desplazamiento forzoso han 
generado cambios en la estructura social y productiva del país, llegando a 
fragmentar el territorio, cambiando los conceptos de ruralidad y ciudadanía, divide 
a las comunidades y crea un nuevo tipo de personas que luchan por su 
supervivencia particular, sin ser incluidos en los proyectos y estamentos políticos 
del Estado5. 
 
El conflicto armado interno ha deteriorado el tejido social, de igual forma el factor 
económico se ha visto implicado, el desarrollo del país ha sido atrasado a causa 
de la misma violencia que se ha estado viviendo durante las últimas cinco 
décadas, lo más grave son los efectos de la violencia ejercida por grupos 
paramilitares sobre la población civil, el cual ha dejado miles de víctimas. “El miso 
Estado se ha visto en la obligación de crear políticas sociales encaminadas a 
                                            
4
 CÁRDENAS Mesa, John Arturo. La reparación del daño evento en Colombia. Revista electrónica de la 
Facultad de Derecho y Ciencias Políticas. Vol.45 No.123. Medellín, 2015.  
5
 DÍAZ Samudio, Jaime. Los Sujetos del Conflicto Interno en Colombia. Una aproximación Psicológica.  
Fundación Universitaria Los Libertadores Colombia. Bogotá, 2006.  
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indemnizar las víctimas del onflicto, especialmente dentro del proceso de justicia y 
paz con los paramilitares”6,7.  
Según el Registro Único de Víctimas desde 1985 al 2015, las víctimas son 
7.860.385 personas de las cuales 6.078.068 están en proceso de reparación 
estatal. En este contexto, en donde cerca del 16% del total de la población del 
país se encuentra en condición de víctima del conflicto armado, los retos 
institucionales para la garantía de reparación resultan un desafío institucional8. 
 
En sí se puede decir que dicho conflicto armado ha ocasionado un deterioro no 
solo en lo social sino también en lo económico, perjudicando los ingresos 
económicos de quienes han sido víctimas de dicho flagelo, ante esto se dio la 
importancia de que el Estado colombiano, dentro del proceso de justicia y paz 
desarrollará herramientas jurídicas y legales a restituir y resarcir el daño causado 
sobre las víctimas del conflicto armado, especialmente las del paramilitarismo, 
esto visto desde una perspectiva como la paz, con lleva a que el gobierno le 
cumpla a dichas víctimas, poniendo fin a todos los conflictos y generar nuevas 
condiciones para poder transformar la cultura del país y llevarlo a un verdadero 
auge de desarrollo9. 
1.2. MECANISMOS DE REPARACIÓN ECONÓMICA DE LAS VÍCTIMAS DEL 
PARAMILITARISMO ANTES DE LA LEY 975 DEL 2005 
 
                                            
6
 ROLDÁN Zuluaga Sergio. Derecho agrario y restitución de tierras. Consejo Superior de la Judicatura. Escuela 
Judicial Rodrigo Lara Bonilla (Documento impreso). Bogotá, 2012.   
7
 El paramilitarismo como estrategia contrainsurgente en Colombia ha sido una política de Estado, no ha 
sido un hecho aislado o coyuntural, ha correspondido a na ideología de terrorismo de Estado con sus 
naturales variaciones dependiendo de las circunstancias de cada momento. VELÁSQUEZ Rivera Edgar de 
Jesús. Historia del paramilitarismo en Colombia. Revista Historia, V. 26, N. 1, p. 34. São Paulo, 2007.  
8
 ORDÓÑEZ Chará William Darío. Las víctimas del conflicto armado interno en Colombia, 1985-2015.  
Semillero de Investigación en Derechos. Humanos, Derecho Internacional Humanitario y Justicia 
Transicional. Universidad del Cauca.  
9
 MANUEL Fernando Quinche Ramírez y ROCÍO del Pilar Peña Huertas.  La dimensión normativa de la justicia 
transicional, el Sistema Interamericano y la negociación con los grupos armados en Colombia. Derecho 
Público de la Facultad de Jurisprudencia de la Universidad del Rosario de Bogotá, 2014. 
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La evidencia del desplazamiento forzado, la presión internacional y la decisión 
política del gobierno y el congreso a causa de la violencia interna a causa del 
conflicto armado, conllevo a que el Estado Colombiano para la finales de los 90” 
reconociera el conflicto armado interno como un problema, confluyeron en un 
esfuerzo para generar unas políticas públicas, para hacer frente a la vulneración 
de los derechos humanos, cuya persistencia empezó a provocar múltiples 
problemas sociales, en algunas ciudades y poblaciones que ven crecer 
dramáticamente su número de habitantes, en algunos casos por el asentamiento 
de familias desplazadas.  
 
Es así como en 199710 se aprobó una ley de origen parlamentario, por la cual se 
adoptaron medidas para la prevención del desplazamiento forzado, donde se 
crearon mecanismos para indemnizar a las víctimas del conflicto como lo fue: 
atención, protección, consolidación y estabilización socioeconómica de los 
desplazados internos por la violencia en la República de Colombia.  
 
Desde esta ley el Estado reconoce el problema socio-demográfico y de derechos 
humanos del desplazamiento forzado por la violencia de grupos al margen de la 
ley e intenta una normativa e institucionalidad, para hacer frente a esta 
problemática. Esta ley representa también la continuidad de las políticas, 
consignadas en el documento del Consejo de Política Económica y Social 
(CONPES), de septiembre de 1995.  
 
A finales de los 90” en Colombia la consejería presidencial para los desplazados, 
la unidad administrativa de derechos humanos del Ministerio del Interior y su 
oficina de atención a desplazados, la red de solidaridad y algunas instituciones 
                                            
10
 LEY 387 DE 1997 (Julio 18) Reglamentada Parcialmente por los Decretos Nacionales 951, 2562 y 2569 de 
2001 por la cual se adoptan medidas para la prevención del desplazamiento forzado; la atención, protección, 
consolidación y esta estabilización socioeconómica de los desplazados internos por la violencia en la 




nacionales descentralizadas buscaron crear dinámicas y concepciones distintas, 
desarrollar un plan cuya principal característica es la ausencia de concertación y la 
imposición de criterios de tipo gubernamental frente a otras opiniones.  
 
Lo anterior fueron los primeros pasos que dio el gobierno nacional encaminados a 
buscar la forma de indemnizar a las víctimas del conflicto, especialmente del 
paramilitarismo a causa del desplazamiento forzoso, puesto que a esta fecha no 
se indemnizaba a las víctimas del paramilitarismo o cualquier otro grupo al margen 
de la ley como tal. Si bien, hasta antes del 2005 o de la Ley 975 no existían 
políticas diseñadas para el desplazamiento forzoso o las víctimas del conflicto 
armado, llevo al país a una sociedad altamente precaria, frente a los graves 
sucesos de desplazamiento registrados durante los 80” y finales de los 90”. 
 
A lo anterior cabe agregar que la Ley 387 de 1997 no brindaba protección especial 
a las víctimas del conflicto armado interno, solo brindaba unos mecanismos de 
protección especial a los desplazados. En este sentido la ley definió como 
desplazada a toda persona que se ha visto forzada a migrar dentro del territorio 
nacional, a abandonar su localidad de residencia y las actividades económicas 
habituales porque su vida, su integridad física, su seguridad o libertad personal 
han sido vulneradas o se encuentran directamente amenazadas. Las razones que 
conducen al desplazamiento son:  
 
 conflicto armado interno,  
 disturbios y tensiones interiores,  
 violencia generalizada,  
 violaciones masivas de los derechos humanos,  
 infracciones al Derecho Internacional Humanitario u   
 otras circunstancias emanadas de las situaciones anteriores que puedan 







Derechos de los Desplazados, como desplazados las personas tienen 
derecho a: 
Los desplazados forzados tienen derecho a solicitar y recibir ayuda internacional y 
ello genera un derecho correlativo de la comunidad internacional para brindar la 
ayuda humanitaria.  
 
El desplazado forzado gozará de los derechos civiles fundamentales reconocidos 
internacionalmente.  
 
El desplazado y/o desplazados forzados tienen derecho a no ser discriminados por 
su condición social de desplazados, motivo de raza, religión, opinión pública, lugar 
de origen o incapacidad física.  
 
La familia del desplazado forzado deberá beneficiarse del derecho fundamental de 
reunificación familiar.  
 
El desplazado forzado tiene derecho a acceder a soluciones definitivas a su 
situación.  
 
El desplazado forzado tiene derecho al regreso a su lugar de origen.  
 
Los colombianos tienen derecho a no ser desplazados forzadamente.  
 
El desplazado y/o los desplazados forzados tienen el derecho a que su libertad de 




Es deber del Estado propiciar las condiciones que faciliten la convivencia entre los 
colombianos, la equidad y la justicia social (adaptado del Artículo 2, Ley 387 de 
1997). 
 
Tal como se observa a lo descrito en los párrafos anteriores, se puede decir que la 
precitada ley deja restringida la participación de la comunidad desplazada sólo a 
un aspecto: beneficiaria de los servicios y programas implementados por el 
gobierno.  
 
Es decir que hasta antes del 2005 o de la Ley 975 no existían mecanismos 
creados para indemnizar a las víctimas del paramilitarismo como tal. Solo llegó a 
existir por parte del gobierno nacional una propuesta de atención a la problemática 
de los desplazados como la que plantea la ley, la cual analizando desde un punto 
de vista social y jurídico se puede decir que no permitía su promoción, 
participación ni organización, y no posibilita la autonomía ni la dinamización de 
procesos sociales por parte de estos. La ley habilita a las instituciones del Estado 
para que sean ellas las que conduzcan los programas; esta visión refleja la forma 
tradicional de la división del trabajo donde hay unos que piensan, planean y 
deciden, por un lado, y otros quienes „participan‟ colaborando en la ejecución de 
los programas, por el otro. En última instancia, los desplazados son asumidos por 
la ley como un objeto de intervención, lo cual lleva a que las potencialidades de los 
desplazados sean excluidas y se refuerce la minusvalía y la dependencia 
socioeconómica. 
 
Mecanismos de reparación económica creados antes de la ley 975:  
 
Como se mencionará anteriormente, para esta fecha no existían mecanismos de 
reparación económica a las víctimas del conflicto armado, ya que solo se 
planteaba reparación a la población desplazada por la violencia. Al respecto de la 
consolidación y estabilización socioeconómica de la población víctima del 
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desplazamiento forzado por la violencia, se estableció como su objetivo central 
“generar condiciones de sostenibilidad económica y social para la población 
desplazada” mediante programas de proyectos productivos, fomento de la 
microempresa, capacitación, atención en salud, educación, vivienda y planes de 
empleo (Ley 387 de 1997, artículo 17). 
 
Los avances legales dados en 1997 para proteger a las víctimas del 
desplazamiento forzoso se dieron gracias a los primeros programas sociales 
dados en 1995, donde se establecieron los primeros mecanismos para el 
tratamiento del desplazamiento forzado por la violencia en Colombia a través del 
“Conpes 2804 de 1995, el cual estableció, entre otras cosas, una estrategia de 
“consolidación y estabilización socioeconómica a fin de generar condiciones de 
sostenibilidad económica y social para la población desplazada11”.  Entre los 
mecanismos se crearon: programas de proyectos productivos, atención social en 












                                            
11
 RODRÍGUEZ Garavito C. y RODRÍGUEZ Franco D. El contexto: el desplazamiento forzado y la intervención 
de la Corte Constitucional (1995- 2009). En Rodríguez Garavito, C. (Coord.), Más allá del desplazamiento: 












REPARACIÓN ECONÓMICA DE LAS VÍCTIMAS DE LOS PARAMILITARES 
DESPUÉS DE LA LEY 975 DEL 2005 
2.1. REPARACIÓN DE LAS VÍCTIMAS DEL PARAMILITARISMO EN 
COLOMBIA 
 
Antes de entrar en materia es importante identificar aquellos aspectos que 
conllevo a que se diera la reparación de las víctimas del paramilitarismo en 
Colombia, teniendo en cuenta para ello Sentencia dada por el Consejo de Estado. 
Las precitadas jurisprudencias sirvieron como punto de referencia para poder 
entender la magnitud de la reparación dentro del ordenamiento colombiano y la 
forma en que es observada desde el ordenamiento jurídico y administrativo.   
 
Lo descrito en el párrafo anterior, teniendo en cuenta que la reparación a las 
víctimas en Colombia se ha dado en relación al conflicto interno armado y las 
consecuencias de este. De igual forma se presentan casos de asesinatos y 
desapariciones forzadas en activistas de derechos humanos, periodistas, 
sindicalistas, dirigentes políticos, indígenas, trabajadores bananeros, trabajadores 
de industrias petroleras, profesores y comunidades negras, en los últimos años 
líderes sociales. A pesar de las presiones externas por parte de las autoridades 
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gubernamentales, nacionales e internacionales, el conflicto ha dejado entre ver el 
auge del desplazamiento forzoso, los magnicidios, vulneración de los derechos 
humanos, entre otros. Todo esto teniendo en cuenta que en el país el conflicto 
interno ha deteriorado el tejido social, de igual forma el factor económico se ha 
visto implicado, por ende, el desarrollo del país ha sido atrasado a causa de la 
misma violencia que se ha estado viviendo durante las últimas cinco décadas, lo 
más grave son los efectos de la violencia ejercida por grupos paramilitares sobre 
la población civil, el cual ha dejado miles de víctimas. “El miso Estado se ha visto 
en la obligación de crear políticas sociales encaminadas a indemnizar las víctimas 
del conflicto, especialmente dentro del proceso de justicia y paz con los 
paramilitares12”.  
 
En Colombia, desde la normatividad legal, surgió la reparación a las víctimas del 
paramilitarismo, aclarándose que dicha reparación es parte de la reparación 
integral anhelada, al respecto Cárdenas y Suárez manifiestan que “el concepto de 
reparación integral como un ejercicio de arbitrio iuris que propende por superar la 
visión estrictamente matemática, para dar lugar al reconocimiento de los 
criterios…13”, es decir que es un tipo de responsabilidad que se atañe frente a las 
víctimas por parte del Estado14.  
 
A lo largo de la precitada sentencia se observa la forma en que la Sala analiza los 
delitos de lesa humanidad y considera dentro de la resolución no solo la 
                                            
12
 VALDIVIESO Collazos Andrés Mauricio. La justicia transicional en Colombia. Los estándares internacionales 
de derechos humanos y derecho internacional humanitario en la política de Santos.  Pap. Polít. Vol. 17, No. 
2, 621-653. Artículo de reflexión. Bogotá, 2012. 
13
 CÁRDENAS Poveda Margarita y SUÁREZ Osma Ingrid. Aplicación de los criterios de reparación de la 
jurisprudencia de la Corte Interamericana de Derechos Humanos en las sentencias del Consejo de Estado 
colombiano. Revista Opinión Jurídica: Publicación de la Facultad de Derecho de la Universidad de Medellín, 
ISSN 1692-2530, Vol. 13, Nº. 26. Medellín, 2014. 
14
 La Sección Tercera, ha considerado que en los casos de asesinatos de los miembros de la UP la 
responsabilidad es jurídicamente imputable al Estado por haber omitido adoptar medidas efectivas para 
proteger la vida e integridad personal de estas personas, pese a que conocía que aquéllos se encontraban en 
una situación especial de riesgo por causa de su pertenencia a dicho partido político. CP. ROJAS Betancourth 




indemnización pecuniaria sobre los familiares de la víctima, sino que además 
ordena dar una emotiva reparación en honor a la misma. De esta forma se analiza 
que la reparación a las víctimas se consolida como un elemento invaluable en el 
proceso de reparación, mediante el cual se hace indispensable ahondar en el 
conocimiento de dicho campo de la reparación desde el análisis del 
reconocimiento de la otra persona como individuo diferente al que podrían dar 
lugar las prácticas simbólicas y su puesta en escena, mediante recursos 
tendientes a reparar tal como lo ordena el Consejo de Estado15.  
 
De acuerdo a lo anterior, se puede decir que, las víctimas sobrevivientes son 
susceptibles de reparación. Así, las víctimas (mortales, desaparecidas y 
sobrevivientes) son poseedoras de un rostro inteligible, que se manifiesta de 
diversos modos en las prácticas creativas de reparación para sus parientes 
sobrevivientes; rostro que, a su vez, está dotado de variadas significaciones por 
sus interlocutores. Tal como lo señala Cárdenas y Suárez “La aplicación del 
derecho de las víctimas resulta ser de gran relevancia para reconstruir las 
profundas heridas que el conflicto ha dejado de tiempo atrás16”.  
 
Siguiendo este mismo orden de ideas, cabe citar lo manifestado por el Consejo de 
Estado (…) a la Sala no le cabe duda que cuando se producen daños consistentes 
en desplazamiento forzado imputable a las autoridades públicas porque infringen 
su contenido obligacional se debe declarar la responsabilidad del Estado, siempre 
y cuando se demuestre previamente: i) la coacción física o psicológica traducida 
en la obligación de desplazarse del lugar que eligió libremente como su lugar de 
residencia habitual o asiento de desarrollo de su actividad económica (…)17.   
                                            
15
 (…) Ordénese a la Nación–Ministerio de Defensa-Policía Nacional y Unidad Nacional de Protección, previo 
consenso en la formulación e implementación de una apropiada reparación colectiva con los miembros 
sobrevivientes de la Unión Patriótica, la construcción de un lugar de memoria en la ciudad de Villavicencio-
Meta, en el cual se erija un monumento en honor al partido político, para honrar la memoria de todos” (CP. 
ROJAS Betancourth Danilo. Sentencia del Consejo de Estado en el Expediente: 26 029). 
16
 CÁRDENAS Poveda Margarita y SUÁREZ Osma Ingrid.  
17




De acuerdo a lo observado en las sentencias del Consejo de Estado, se analiza 
que si bien, en la práctica, el Estado es el principal agente encargado y obligado a 
la reparación, la cual viene siendo soporte de la indemnización integral de las 
víctimas, donde se plantea el uso de tales recursos y sus escenarios abordados 
dentro de los alcances de la escogencia entre uno u otro recurso siendo estos 
descritos en las dos sentencias suficientemente claros.  
 
Así mismo el Consejo de Estado ha condenado a la nación por causa del 
desplazamiento forzado, donde señala que el Ejército Nacional como fuerza 
pública es un órgano del Estado que tiene funciones garantes que buscan 
proteger a la sociedad civil, por consiguiente todo hecho de desplazamiento 
forzado por grupos paramilitares con conocimiento de causa por parte de este 
organismo militar debió prever y tomar medidas correctivas para que el grupo 
paramilitar no perpetuara amenazas sobre la población.  Desde esa perspectiva 
tanto el ejército como el Estado debieron asumir posición de garante frente a la 
integridad de tales personas, razón por la cual “debe concluirse que el 
desplazamiento forzado del cual fueron víctimas los campesinos desplazados de 
la Hacienda Bellacruz18”. Es decir que, aunque estos hechos fueron perpetrados 
por un tercero (paramilitares), lo cierto es que su resultado (daño antijurídico), es 
atribuible a la Administración Pública, concretamente, por el desconocimiento del 
deber de protección y cuidado establecido en el inciso segundo del artículo 2º de 
la Constitución Política. 
 
En las precitadas sentencias se observa que el Estado debe contar con diferentes 
recursos en el plano de la reparación de un modo especial, el reconocimiento de 
las víctimas; un reconocimiento que se ancla en la solidaridad como articuladora 
entre el relato doloroso de quien ha sufrido la vejación y aquellos que forman parte 
del contexto local, regional, nacional e internacional al cual pertenece. Así pues, 
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 C.P. FAJARDO Gómez Mauricio. Radicación No.: 20001231000199803713 01. Bogotá, 2010. 
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tanto reconocimiento como solidaridad se pueden convertir en el puente entre las 
víctimas y la sociedad, llevando a que esta última dé cuenta de la existencia de las 
primeras donde se vea necesariamente impelida tanto por su dolor, como por sus 
apuestas de reivindicación de proyectos de futuro.  
 
A modo de conclusión, se puede decir que, aunque la reparación integral se dé, en 
la práctica, en un escenario social, político y normativo, sus efectos puedan ser 
más visibles, ésta se aborda frecuentemente desde una perspectiva política o 
legal. Si bien es la ley la que legitima su existencia, el impacto positivo o negativo 
de la reparación y su efectividad deben ser abordados desde una mirada jurídico-
administrativo, por cuanto es en esta esfera en donde se legitima socialmente y 
desde la que se puede comprender su potencial real e impactos tanto para las 
víctimas como para la sociedad en general.  
2.2. MECANISMOS REPARACIÓN DE LAS VÍCTIMAS DEL 
PARAMILITARISMO EN COLOMBIA  
 
El Proceso de Justicia y Paz fue concebido como un campo jurídico- político que 
ha asignado tanto a las víctimas como a los victimarios del conflicto armado no 
sólo un lugar diferenciado, sino también, los recursos simbólicos, sociales, 
políticos y materiales, a través de los cuales se valida o se cuestiona este campo, 
y en especial, las estrategias jurídicas y políticas de clasificación impuestas desde 
el lugar privilegiado del Estado. En este sentido, el espacio jurídico- político ha 
producido discursos dominantes, pero también disruptivos o de ruptura en torno al 
tema de la reconciliación, que permiten identificar formas concretas de 





Al respecto Pastrana manifiesta lo siguiente: “un proceso de paz exitoso es 
únicamente posible mediante la adopción y aplicación de instrumentos normativos 
que conduzcan a elaborar una verdad jurídica”19. La justicia y paz en Colombia 
planteada con los paramilitares en el 2005 fue proyectar una imagen defendible 
frente a la comunidad internacional, en particular la europea, que le permita 
aumentar la visibilidad de una política y lograr cierto margen de aceptación 
internacional con el efecto mediático que este implica. Lo que se buscó fue 
incorporar a los grupos paramilitares a la vida civil, a partir de la concesión de 
beneficios penales, de un castigo mínimo, en una lógica de acción política ligada a 
un proceso de desmovilización de dichos actores.  
 
En este sentido se puede decir que se entiende cómo la ley de Justicia y Paz, en 
gran medida de las decisiones del poder ejecutivo, su cabeza interviene 
directamente en el listado de los posibles beneficiados: es una justicia desde el 
Ejecutivo, lo cual por supuesto ha sido centro de múltiples ataques20. El desarme 
según definición de las Naciones Unidas es “recoger las armas, tanto pequeñas 
como pesadas, dentro de una zona de conflicto21”. Este se realiza en áreas de 
concentración en donde se confiscan las armas, se almacenan y finalmente se 
destruyen. Siguiendo este mismo orden de ideas, se tiene el dentro del proceso de 
paz con los paramilitares la desmovilización, siendo entendida esta como el 
desmantelar formalmente las formaciones militares o liberar a los combatientes de 
un estado de movilización. Este es un proceso relativamente largo que consiste en 
alejar a los combatientes de las lógicas de guerra que ofrecen múltiples “carreras” 
en la violencia, las cuales son sinónimos de acumulación de capital, prestigio, etc. 
Se busca establecer las condiciones de un regreso estable a la vida civil. 
 
                                            
19
 PASTRANA Eduardo. La Unión Europea frente a la Ley de Justicia y Paz y la desmovilización de las AUC: 
entre las dudas y el pragmatismo. Policy paper No 25, Bogotá. 2006 
20
 Ibídem 6  
21
 ROLDÁN Sergio. Derecho agrario y restitución de tierras. Consejo Superior de la Judicatura. Escuela Judicial 
Rodrigo Lara Bonilla (Documento impreso). Bogotá.  2012. 
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En cuanto a los mecanismos de reparación económica de las víctimas del 
paramilitarismo se da a partir de la ley 975 de 2005 o Ley de Justicia y Paz se 
erige sobre cuatro pilares esenciales, orientados todos a alcanzar la reconciliación 
y la paz nacional: la verdad- la justicia- la reparación y la no repetición;  en efecto, 
en  la exposición de motivos de la dicha ley se hace alusión a la necesidad de 
cesar el conflicto armado y buscar alternativas para alcanzar la reconciliación y la 
paz sostenible en nuestro país, sin sacrificar el derecho de las víctimas, como ya 
había ocurrido con otros varios procesos de paz en los que se concedió a los 
perpetradores la amnistía y/o el indulto, prácticamente sin ninguna 
contraprestación, como ocurrió con las organizaciones subversivas  del EPL y M-
19.   
 
Se puede decir que la reparación de las víctimas es un mecanismo diseñado por 
el Estado para resarcir el daño perpetrado a miles de colombianos víctimas de una 
violencia que se ensañó contra ellos sin razón aparente, muchas veces bajo la 
mirada inerte del Estado que por complicidad, incapacidad o inoperancia de sus 
mismas autoridades (acción u omisión) permitió la consumación de toda suerte de 
atrocidades. Dentro de los mecanismos de reparación a las víctimas del conflicto 
con los paramilitares se encuentran los siguientes:  
 
En primer lugar, se encuentra la reparación, siendo esta la consecuencia jurídica 
derivada del daño o delito perpetrado por el victimario a su víctima; daño que 
puede ser material (daño emergente y lucro cesante) o daño inmaterial 
(padecimientos sicológicos o emocionales).   
  
En el ámbito internacional, la reparación es el derecho que tienen las víctimas de 
crímenes de guerra o crímenes de lesa humanidad, a ser compensados por los 
daños sufridos durante un conflicto armado, sea externo o interno. Dicha 
reparación debe ser adecuada, efectiva, rápida y proporcional al daño sufrido; 
igualmente distingue la reparación integral la cual se obtiene como consecuencia 
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de un proceso judicial y la reparación justa y equitativa que se hace efectiva por 
vía administrativa. 
 
En este sentido la Ley 975 de 2005 plantea en cuanto a la reparación que los 
obligados a reparar a las víctimas son en su orden: miembros de los grupos al 
margen de la ley organizados; miembros del grupo que, por el hecho de 
pertenecer al mismo, adquieren una responsabilidad solidaria y al igual que los 
primeros deben 
responder con su propio patrimonio, en este caso bloques desmovilizados del 
paramilitarismo; el Fondo de Reparación de Victimas – FRV. El Estado aquí actúa 
como garante de la reparación debida a la víctima, bajo el entendido que ésta (la 
reparación) surge indispensable para el logro de los fines políticos socialmente 
deseables que sustentan el proceso transicional; con esos precisos fines se 
promulgó el  decreto 1290 de 200822, mediante el cual se reglamentó el acceso a 
la reparación administrativa para ciertos delitos cometidos por los grupos al 
margen de la ley, reparación ésta que realiza sin perjuicio de poder repetir 
posteriormente contra los penalmente responsables.       
 
En segundo lugar, se encuentra el mecanismo de Restitución, el cual consiste en 
el restablecimiento de la situación aquella que se tenía antes de la violación del 
derecho. “Implica entonces restablecerle a la víctima, entre otras situaciones, el 
ejercicio y disfrute de las libertades individuales y derechos humanos, la vida 
familiar, el empleo y los bienes perdidos como causa de las violaciones cometidas, 
así como garantizar el regreso o el retorno al lugar de residencia”23.   
  
                                            
22
 DECRETO 1290 DE 2008 (abril 22) por el cual se crea el Programa de Reparación Individual por vía 
Administrativa para las Víctimas de los Grupos Armados Organizados al Margen de la ley. 
 
23
 Universidad Nacional de Colombia. Reparación, reconciliación y programas restaurativos en el proceso de 




Para que este mecanismo pueda operar es indispensable que el bien o derecho 
conserve la condición de “restituible” o que no haya sido perdido o destruido. 
Sobre este asunto la corte Suprema de Justicia señaló: (…) la restitución del 
objeto material es posible, es esta la que debe hacerse por el procesado, y que 
solo cuando sea irrealizable, porque el objeto material ha desaparecido o ha sido 
destruido, o el imputado no está en condiciones de recuperarlo, puede acudirse a 
la restitución por equivalencia, que se concreta, según lo establece la norma, en el 
pago del objeto. En ambos casos (restitución natural y por equivalencia), el 
responsable debe indemnizar al ofendido por los perjuicios causados24”.  
 
Al respecto la ley 975 de 2005 en su artículo 44 señala los tres eventos en que se 
presenta con claridad la figura de la restitución y su importancia es tal que los dotó 
de una dimensión amplía al considerarlos como “requisitos de elegibilidad”, lo cual 
le imprimió un ingrediente de coerción orientado a garantizar unos compromisos 
previos por parte de los grupos ilegales que quisieran ser sujetos de la justicia 
transicional: 
 
1. Entrega de bienes para la reparación, lo cual contempla no sólo aquellos bienes 
que han sido despojados a las víctimas por cualquier medio ilícito, sino también 
aquellos bienes propios que aporte el Grupo armado con este propósito, ya sea 
individual o colectivamente.   
 
2. Restitución de la libertad en el caso de los secuestrados y el reclutamiento 
forzado. Esta exigencia está orientada a garantizar que los paramilitares hicieran 
entrega de todos los secuestrados que se hallaban en su poder al momento de su 
desmovilización, así como de los menores que hacían parte de sus filas. 
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3.   El retorno de los desplazados a su lugar de residencia, desde esta perspectiva 
se exige que la reintegración de los desplazados se lleve a cabo no solo en 
situaciones de dignidad, sino que en muchos casos implica también la restitución 
previa de sus parcelas y bienes, además de garantizarse su seguridad, lo cual 
implica el compromiso de todas las autoridades, quienes de manera articulada 
deben realizar un acompañamiento decidido con miras a adoptar las medidas 
necesarias para garantizar que el reintegro de los desplazados goce de garantías 
suficientes y finalmente  se materialice como un medio de reparación encaminado 
a coadyuvar en la rehabilitación del tejido social. 
 
En cuarto lugar, se plantea el mecanismo de la indemnización. A este aspecto la 
ley 975 de 2005, en su Art 8° manifiesta que la indemnización consiste en 
compensar los perjuicios causados por el delito. Implica el pago de los perjuicios 
ocasionados con una conducta punible, cuya reparación no es posible o resulta 
insuficiente a través de la restitución, ya sea porque el bien se destruyó, se perdió 
o no está en el dominio del infractor. Dicha indemnización, por regla general, 
estará ligada a un proceso legal, siendo la sentencia el mecanismo mediante el 
cual se hace efectiva. 
    
Para determinar si hay lugar a la indemnización se debe acudir a la teoría general 
del daño en materia civil, la cual clasifica los daños en materiales e inmateriales25.   
 
En quinto lugar, se encuentra el mecanismo de Rehabilitación, el cual es definido 
en el artículo 8 de la ley 975 de 2005 así: “la rehabilitación consiste en realizar 
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 (…) en la primera categoría la obligación indemnizatoria surge a partir del denominado lucro cesante y 
daño emergente, que comprende el valor de los bienes perdidos, el deterioro que fue ocasionado, los 
ingresos no percibidos y los gastos en que incurre la víctima. En la segunda categoría, la obligación está 
ligada al daño moral, que son todos aquellos bienes cuyo valor no es susceptible de estimación en dinero y 
consiste en el dolor y sufrimiento que el obrar del sujeto activo le ocasionó a la víctima (Tomado de 
Embajada de la República Federal de Alemania Bogotá. Daño y Reparación Judicial en el Ámbito de la Ley de 
Justicia y Paz. Bogotá: Talleres Gráficos de Alvi Impresores Ltda. Bogotá, 2010). 
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acciones tendientes a la recuperación de las víctimas que sufren traumas físicos y 
sicológicos como consecuencia del delito”. 
 
Conforme a las exigencias de dicha ley, la rehabilitación se refiere a las 
intervenciones y tratamientos médicos y sicológicos que requiere la víctima para 
recuperar su estado físico y sicológico que resultó afectado a raíz de la acción 
delincuencial perpetrada por el grupo ilegal o uno de sus miembros.   
  
Lo anterior se apoya en la Ley Penal Colombiana (Ley 599 de 2000) que 
contempla la obligación de la reparación26 integral a las víctimas en cabeza del 
penalmente responsable. Al respecto, la exigencia que la norma establece para la 
procedencia 
de la rebaja de la pena es ineludible e inequívoca: que medie una reparación de 
orden económico equivalente al valor del daño causado, bien porque se restituye 
el objeto material del delito o su equivalente y que se paguen los perjuicios 
causados, o porque no siendo exigible la devolución del objeto material, se cubren 
en su integridad estos últimos. Así que sin su “concurso, no es posible la 
aplicación de la consecuencia jurídica (rebaja de pena), pues el precepto no 
contempla alternativas diferentes, ni de su contenido resulta factible inferir que 
pueda acudirse a compensaciones de naturaleza distinta”, tales como el público 
perdón o muestras de arrepentimiento o el trabajo social. 
  
En sexto lugar, se encuentra el mecanismo de la satisfacción o compensación 
moral, tal como lo expresa el artículo 8° de la ley 975 de 2005 define así: “la 
satisfacción o compensación moral consiste en realizar las acciones tendientes a 
restablecer la dignidad de la víctima y difundir la verdad sobre lo sucedido”.  Aquí 
la víctima no solo tiene derecho a la compensación moral que supone el 
                                            
26
 Art. 269. Reparación. El juez disminuirá las penas señaladas en los capítulos anteriores de la mitad a las 
tres cuartas partes, si antes de dictarse sentencia de primera o única instancia, el responsable restituyere el 
objeto material del delito o su valor, e indemnizare los perjuicios ocasionados al ofendido o perjudicado. 
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reconocimiento pecuniario que se hace por los daños inmateriales que le fueron 
ocasionados, sino que también tiene derecho a las medidas de satisfacción que la 
ley determinó como formas de reparación: La declaración pública que restablezca 
la dignidad de la víctima y de las personas vinculadas con ella; el reconocimiento 
público de haber causado daños a las víctimas, la declaración pública de 
arrepentimiento, la solicitud de perdón dirigida a las víctimas y la promesa de no 
repetir tales conductas punibles; la colaboración eficaz para la localización de 
personas secuestradas o desaparecidas, así como los restos y la ayuda para 
identificarlos y volverlos a inhumar conforme a las tradiciones familiares y  
comunitarias.  
  
En esta instancia es preciso referirnos al “derecho a la verdad”, cuyo concepto ha 
evolucionado durante los últimos años en el sistema interamericano.  Inicialmente, 
la comisión consideró que se trata del derecho de las familias a conocer la suerte 
de sus seres queridos, derivado de la obligación que tienen los Estados de brindar 
las víctimas o sus familiares un recurso sencillo y rápido que los ampare contra 
violaciones de sus derechos fundamentales; “actualmente se considera, por lo 
menos por parte de la Comisión, que el derecho a la verdad pertenece a las 
víctimas, sus familiares y también a la sociedad en general27”.  
 
Por último, se encuentra el mecanismo de Garantía de no Repetición, este 
mecanismo de reparación se instituyó en favor de las víctimas, pero también de la 
sociedad en general y consiste en una serie de medidas preventivas encaminadas 
a evitar o desestimular la comisión de delitos graves y atroces propios de la 
confrontación.   
 
La no repetición impone una doble obligación: en primer lugar, a los perpetradores 
a quienes les asiste el compromiso de desmovilizarse y desmantelar por completo 
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el grupo ilegal, además de las obligaciones que les impone el sistema carcelario 
en materia de rehabilitación y resocialización que garantice que al salir de prisión 
sean unas personas con una perspectiva social diferente y útiles para su 
comunidad.   
  
Por su parte y como consecuencia de la bilateralidad de la obligación, según 
Aponte el Estado debe garantizar que exista una investigación, juzgamiento y 
condena de todas las conductas cometidas por el grupo ilegal; la recuperación y 
moralización de la institucionalidad y la adopción de medidas legislativas, 
administrativas y sociales indispensables para la prevención y represión del delito, 
entre otras28.  
 
De lo anterior surge la Ley 1448 de 2011 Por la cual se dictan medidas de 
atención, asistencia y reparación integral a las víctimas del conflicto armado 
interno y se dictan otras disposiciones. Esta Ley es una herramienta que permitirá 
restituir millones de hectáreas de tierras abandonadas o despojadas como 
resultado de abusos y violaciones de derechos humanos. Fundamentalmente, 
reconoce la existencia de un conflicto armado, a lo que el anterior gobierno 
colombiano se negaba sistemáticamente. Admite así pues la aplicabilidad del 
derecho internacional humanitario a la situación en Colombia y el derecho de la 
población a ampararse en él. Actualmente la ley de reparación de víctimas en 
Colombia (Ley 1448 de 2011) juega un papel importante en el marco del conflicto 
armado, además de una forma práctica y legal de resarcir daños a personas 
afectadas, es también una expresión política que capta el poder relativo de 
diferentes grupos al margen de la ley que injustamente y bajo el sopretesto de la 
desigualdad social cometen crimines de lesa humanidad contra la población civil. 
considera lo siguiente “La Ley 1448 de 2011, en la cual se establece el proceso de 
restitución de tierras, surge en un contexto particular y con una finalidad 
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 APONTE Cardona Alejandro. El Proceso Penal Especial de Justicia y Paz. Centro Internacional de Toledo 
para la paz -CIT pax-. Bogotá, 2011.  
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específica. Contexto y finalidad deben ser tenidos en cuenta a la hora de llevar a 
cabo la interpretación de los contenidos en la ley” (p. 13). Es decir que la 
mencionada ley, así como sus normas reglamentarias busca reducir las injusticias 
y la desigualdad social a través de la reparación económica y moral de las 
víctimas. 
 
Con la Ley de Justicia y Paz, Ley 975 de 200529 el gobierno colombiano buscó dar 
un sustento jurídico al proceso de desmantelamiento de las estructuras de los 
grupos armados al margen de la ley, haciendo un especial énfasis en el carácter 
de reconciliación que implican las desmovilizaciones, como un mecanismo 
adoptado para contribuir a la “consecución de la paz”. De este modo, la Ley 
estipula que dentro del proceso de reconciliación nacional es necesario el derecho 
a la verdad, la justicia y la reparación para las víctimas30. 
 
La principal premisa de la ley de Justicia y Paz fue conseguir un equilibrio entre 
una desmovilización efectiva de los grupos armados y la necesidad de garantizar 
los derechos de las víctimas. 
 
La reparación económica de las víctimas de la violencia inculcada por el 
paramilitarismo en Colombia se ha venido dando desde el surgimiento de la 
Justicia transicional siendo esta aquella que comprende los procesos penales, 
mediante tribunales especiales, que buscan no solo el condenar las personas que 
han participado en grupos al margen de la ley en delitos de lesa humanidad, sino 
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 LEY 975 de 2005 Reglamentada parcialmente por los Decretos Nacionales 4760 de 2005, 690, 2898 y 
3391 de 2006, Reglamentada por el Decreto Nacional 3011 de 2013. Por la cual se dictan disposiciones para 
la ROLDÁN Zuluaga Sergio. Derecho agrario y restitución de tierras. Consejo Superior de la Judicatura. 
Escuela Judicial Rodrigo Lara Bonilla (Documento impreso). Bogotá, 2012 
reincorporación de miembros de grupos armados organizados al margen de la ley, que contribuyan de 
manera efectiva a la consecución de la paz nacional y se dictan otras disposiciones para acuerdos 
humanitarios. 
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  QUINCHE Ramírez, Manuel Fernando y PEÑA Huertas, Rocío del Pilar. La dimensión normativa de la 
justicia transicional, el Sistema Interamericano y la negociación con los grupos armados en Colombia. 
Derecho Público de la Facultad de Jurisprudencia de la Universidad del Rosario de Bogotá, 2014. 
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que además mediante este tipo de justicia se busca la reparación integral de las 
víctimas. Al respecto Elster considera que este tipo de justicias se mide mediante 
la ímpetu con la que grupos al margen de la ley han cometidos atrocidades sobre 
la población civil, buscando por parte del Estado una transformación a la justicia 
penal dentro de un procedimiento condenatorio a través de la verdad, justicia y 
reparación de las víctimas del conflicto31. 
 
Se puede decir que en Colombia el modelo de justicia tomado mediante el proceso 
de paz con los paramilitares fue el transicional, de esta forma El Estado empezó a 
crear mecanismos legales para la reparación económica, mediante leyes 
especiales que permitieron brindar una garantía al derecho de las víctimas del 
conflicto con estos grupos al margen de la ley con el fin de poder garantizarles la 
reparación del daño sufrido por medio de mecanismos de legales amparados por 
el Estado.  
 
Las víctimas del conflicto armado con los paramilitares en Colombia por lo general 
son personas en estado de pobreza extrema, desplazadas y desempleadas, son 
seres vulnerables, ante esta problemática en Colombia ha llevado a que se 
estableciera el 2005 un proceso de paz, que buscó la justicia transicional, 
mediante la cual se pudiera afrontar los crímenes cometidos durante el conflicto 
armado, buscando la forma de brindarle  justicia y reparación integral a las 
víctimas, y se procure la reconciliación nacional.  
 
Se puede considerar, de acuerdo a Valdivieso como víctimas dentro del proceso 
de paz con los paramilitares las establecidas dentro del artículo 5° de la Ley 975 
de 200532. De igual forma el conflicto armado en Colombia y el desplazamiento 
forzoso han generado cambios en la estructura social y productiva del país, 
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 ELSTER Jon. Rendición de cuentas: la justicia transicional en perspectiva histórica. Editorial Katz. Buenos 
Aires – Argentina, 2006 
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llegando a fragmentar el territorio, cambiando los conceptos de “ruralidad y 
ciudadanía, divide a las comunidades y crea un nuevo tipo de personas que 
luchan por su supervivencia particular, sin ser incluidos en los proyectos y 
estamentos políticos del Estado33. 
 
En Colombia el conflicto armado ha deteriorado el tejido social, de igual forma el 
factor económico se ha visto implicado, por ende, el desarrollo del país ha sido 
atrasado a causa de la misma violencia que se ha estado viviendo durante las 
últimas cinco décadas, lo más grave son los efectos de la violencia ejercida por 
grupos paramilitares sobre la población civil, el cual ha dejado miles de víctimas. 
“El miso Estado se ha visto en la obligación de crear políticas sociales 
encaminadas a indemnizar las víctimas del conflicto, especialmente dentro del 
proceso de justicia y paz con los paramilitares34.  
 
En Colombia el conflicto armado ha ocasionado un deterioro no solo en lo social 
sino también en lo económico, perjudicando los ingresos económicos de quienes 
han sido víctimas de dicho flagelo, ante esto se dio la importancia de que el 
Estado colombiano. Dentro del proceso de justicia y paz, según Quinche y Peña 
se desarrollaron herramientas jurídicas y legales a restituir y resarcir el daño 
causado sobre las víctimas del conflicto armado, especialmente las del 
paramilitarismo35, esto visto desde una perspectiva como la paz, con lleva a que el 
gobierno le cumpla a dichas víctimas, poniendo fin a todos los conflictos y generar 
nuevas condiciones para poder transformar la cultura del país y llevarlo a un 
verdadero auge de desarrollo. 
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 SAMUDIO Díaz, Jaime. Los Sujetos del Conflicto armado en Colombia. Una aproximación Psicológica.  
Fundación Universitaria Los Libertadores Colombia. Bogotá, 2006. 
34
 Ibídem 13  
35
 Ibídem 15 
34 
 
La política pública se construyó mediante el diseño de criterios de reparación que 
se dictaron a los jueces; protocolos de atención psicosocial y jornada de atención 
a víctimas.  
 
Uno de los mecanismos legales creado por el gobierno colombiano para la 
reparación económica de las víctimas del paramilitarismo dentro del proceso de 
justicia y paz fue la Ley 975 de 2005. Mediante dicha ley el Estado buscó 
fortalecer el proceso de desarme de los grupos paramilitares, haciendo un 
especial énfasis en el carácter de reconciliación que implican las 
desmovilizaciones, como un mecanismo adoptado para contribuir a la consecución 
de la paz. Según Delgado, la ley de justicia y paz concertó que, dentro del proceso 
penal, impuesto a los paramilitares acogidos por la misma, se les tuviera en 
cuenta a las víctimas el derecho a la verdad, la justicia y la reparación integral de 
sus derechos vulnerados a raíz del conflicto36.  
 
De acuerdo a la Ley 975 de 2005 todas las víctimas del paramilitarismo en 
Colombia tienen derecho a la reparación de los daños y perjuicios económicos 
ocasionados.  De acuerdo a Cárdenas “el Estado colombiano debe velar por la 
indemnización orientada a la reconstrucción económica de la población vulnerable 
y afectada por la violencia ejercida de los grupos paramilitares, de igual forma 
debe prevenir de manera especial la nueva ocurrencia de hechos violentos sobre 
quienes ya han sido considerados mártires sobrevivientes del conflicto37. 
 
En Colombia se ha sufrido décadas de conflicto armado y violaciones de derechos 
humanos en los que ha entrado a jugar un papel importante la justicia transicional 
ya que cuando se cometen violaciones masivas de los derechos humanos, las 
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37
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víctimas tienen el derecho, oficialmente reconocido, a ver castigados a los autores 
de los mismos, a conocer la verdad y a recibir reparaciones. De acuerdo a lo 
plasmado en la constitución política de Colombia de 1991. que en su artículo 2º 
dice: “Son fines esenciales del Estado: servir a la comunidad, promover la 
prosperidad general y garantizar la efectividad de los principios, derechos y 
deberes consagrados en la Constitución; facilitar la participación de todos en las 
decisiones que los afectan y en la vida económica, política, administrativa y 
cultural de la Nación; defender la independencia nacional, mantener la integridad 
territorial y asegurar la convivencia pacífica y la vigencia de un orden justo”. Aparte 
de esto es importante recalcar el aporte de la constitución en sus artículos 1 -2 - 
29 - 69 - 93 - 120 – 229 - Art. 250 núm. 6 y 7 - 266. En este orden de ideas como 
las violaciones de derechos humanos sistemáticas no solo afectan a las víctimas 
directas sino al conjunto de la sociedad, además de cumplir con esos 
compromisos los estados deben asegurarse de que las violaciones no vuelvan a 
suceder y, en consecuencia, deben especialmente reformar las instituciones que 
estuvieron implicadas en esos hechos o fueron incapaces de impedirlos. 
 
En un intento del estado de crear acuerdos de justicia y paz en Colombia se 
expidió la ley 975 del 25 de julio de 2005 en el que se facilitaba el proceso de 
desmovilización de paramilitares en Colombia, y que eventualmente ha sido 
utilizada en procesos de desmovilización de grupos guerrilleros; garantizando los 
derechos de las víctimas a la verdad, la justicia y la reparación.  El texto original de 
la Ley aprobada en el Congreso fue modificado por las sentencias de 
constitucionalidad emitidas por la Corte Constitucional y principalmente por la 
sentencia C-370 de 2006. En 2012 fue aprobada la Ley 1592 que reforma la Ley 
975. 
 
Para poner en marcha el mecanismo especial de justicia penal creado por la Ley 
975, se crearon salas de Justicia y Paz en los Tribunales Superiores de Medellín, 
Barranquilla, Bogotá y Bucaramanga. Estas salas están conformadas por 
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magistrados encargados de juzgar a los desmovilizados que han sido postulados 
por el gobierno al proceso de Justicia y Paz, siguiendo los pasos establecidos en 
la Ley 
 
La Comisión Nacional de Reparación y Reconciliación –CNRR-, creada por la ley 
de Justicia y Paz y conformada por representantes de entidades gubernamentales, 
órganos de control y representantes de la sociedad civil fue la primera entidad 
encargada de construir el modelo de reparación de las víctimas e iniciar su 
implementación. Elaboró varias publicaciones sobre criterios para la reparación de 
las víctimas y la construcción de memoria. 
 
Al llevar a cabo el examen de constitucionalidad de la Ley 975 de 2005, conocida 
también como la Ley de Justicia y Paz, la Corte analizó tanto el procedimiento 
seguido para su aprobación, como el contenido mismo de muchas de sus 
disposiciones. El presente resumen tiene como objetivo destacar los principales 
razonamientos que llevaron la Corte Constitucional a declararla ajustada a la 
Constitución, así como aquellos que la llevaron a declarar la constitucionalidad 
condicionada y la inconstitucionalidad de algunas de sus disposiciones. 
Inicialmente se destacan los principales razonamientos que llevaron a la Corte a 
declarar que el procedimiento de aprobación de la Ley 975 de 2005 fue ajustado a 
la Constitución. En este sentido, la Corte determinó que la Ley de Justicia y Paz 
no debió haber sido tramitada como ley estatutaria ni debió haber cumplido con el 
procedimiento establecido para la aprobación de amnistías o indultos.  
 
Con el fin de fortalecer el proceso de paz con los paramilitares y favorecer a las 
víctimas se creó en Colombia la Ley 1424 de 2010 “Por la cual se dictan 
disposiciones de justicia transicional que garanticen verdad, justicia y reparación a 
las víctimas de desmovilizados de grupos organizados al margen de la ley, se 
conceden beneficios jurídicos y se dictan otras disposiciones”. Dicha ley fue 
expedida el 29 de diciembre de 2010 y según lo dicta el documento, su objetivo es 
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el de “contribuir al logro de la paz perdurable, la satisfacción de las garantías de 
verdad, justicia y reparación, dentro del marco de justicia transicional, en relación 
con la conducta de los desmovilizados de los grupos armados organizados al 
margen de la ley”. Además, aclara que serán beneficiados únicamente quienes 
incurrieron en delitos de concierto para delinquir simple o agravado, utilización 
ilegal de uniformes e insignias, utilización ilícita de equipos transmisores o 
receptores, y porte ilegal de armas de fuego o municiones de uso privativo de las 
Fuerzas Armados o de defensa personal. Es decir que aquellos que hayan 
cometido delitos de lesa humanidad no serán cobijados por la norma. 
 
Así como también se constituyó una ley que otorgaba beneficios a quien dejaba 
las líneas de guerra de grupo armados se estableció la ley 1448 de 2011 
reglamentada por el Decreto 3011 del 2013 por la cual es considerado como una 
iniciativa que establece medidas judiciales, administrativas, sociales y 
económicas, individuales y colectivas, en beneficio de las víctimas del conflicto 
armado que busca que tengan acceso al goce efectivo de sus derechos a la 
verdad, la justicia y la reparación con garantía de no repetición. Tras la aprobación 
de la "Ley de víctimas", que creó una nueva institucionalidad para la reparación de 
las víctimas y la construcción de la memoria histórica y se dio por terminada las 
funciones de la CNRR en el mes de diciembre de 2011; adicional a esto el Grupo 
de Memoria Histórica que había publicado informes sobre la verdad y la memoria 
del conflicto armado en varias regiones del país, cedió sus funciones y actividades 
al Centro Nacional de Memoria Histórica tras la creación de la "Ley de víctimas". 
 
Establece medidas de atención y ayuda humanitaria en diferentes momentos del 
proceso pasando por el reconocimiento de la condición de víctima, hasta la 
dignificación y materialización de sus derechos constitucionales propiciando la 




En enero de 2012 comenzó a funcionar La Unidad para la Atención y Reparación 
Integral a las Víctimas, conocida como la Unidad para las Víctimas. Esta entidad, 
creada por la "Ley de víctimas", tiene a su cargo la creación e implementación de 
la política pública de atención y reparación a víctimas, así como la coordinación 
del Sistema Nacional de Atención y Reparación a las Víctimas (SNARIV), 
compuesto por un conjunto de entidades públicas del orden nacional y territorial. 
La "Unidad de Víctimas" se encarga también del Registro Único de Víctimas, de 
las acciones de asistencia humanitaria, de la indemnización de las víctimas y de 
los planes de reparación individual y colectiva. 
 
Adicionalmente con el propósito de transformar de manera definitiva el enfoque de 
investigación, procesamiento y judicialización que se venía aplicando en los 
procesos de Justicia y Paz para asegurar la concentración de esfuerzos en la 
investigación de los máximos responsables y en la develación de los patrones de 
macro criminalidad; y articular estos procesos con los demás instrumentos de 
justicia transicional para velar por la satisfacción efectiva de los derechos de las 
víctimas; se expidió la ley 1592 de 2012, En la reforma se adopta un enfoque de 
investigación a partir de la identificación de patrones de macro-criminalidad. Se 
incorpora el concepto de daño colectivo y se sustituye el incidente de reparación 
por el incidente de identificación de afectaciones. Así mismo, se determinan las 
causales de exclusión del proceso de Justicia y Paz -como la no entrega de 
bienes-, y los criterios para otorgar la libertad a los postulados una vez cumplido el 
tiempo de privación de la libertad definido por la ley.  
 
ARTÍCULO 1°. Modifíquese el artículo 2° de la Ley 975 de 2005 el cual quedará 
así: 
Artículo 2°. Ámbito de la ley, interpretación y aplicación normativa. La presente ley 
regula lo concerniente a la investigación, procesamiento, sanción y beneficios 
judiciales de las personas vinculadas a grupos armados organizados al margen de 
la ley, como autores o partícipes de hechos delictivos cometidos durante y con 
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ocasión de la pertenencia a esos grupos, que hubieren decidido desmovilizarse y 
contribuir decisivamente a la reconciliación nacional, aplicando criterios de 
priorización en la investigación y el juzgamiento de esas conductas. 
 
La interpretación y aplicación de las disposiciones previstas en esta ley deberán 
realizarse de conformidad con las normas constitucionales y los tratados 
internacionales ratificados por Colombia. La incorporación de algunas 
disposiciones internacionales en la presente ley, no debe entenderse como la 
negación de otras normas internacionales que regulan esta misma materia. 
 
La reinserción a la vida civil de las personas que puedan ser favorecidas con 
amnistía, indulto o cualquier otro beneficio establecido en la Ley 782 de 2002, se 
regirá por lo dispuesto en dicha ley. 
 
Esta ley se fortaleció con actos administrativos como el “acto administrativo 01” del 
congreso de la republica que en el 2012 en el marco jurídico para la Paz o Marco 
Legal para la cual se establecieron los instrumentos jurídicos de justicia 
transicional en el marco del artículo 22 de la Constitución Política Colombiana con 
el fin de adelantar las negociaciones con las FARC,1 aprobado por el Congreso de 
la República de Colombia el 14 de junio de 2012 tras su envío por parte del 



















ANÁLISIS DE LA SENTENCIA C-370/06 
3.1. ASPECTOS IMPORTANTES DE LA SENTENCIA C-370/06 
 
Una vez estudiada la sentencia C370/06 se puede decir que esta realiza un 
estudio profundo en relación a la constitucionalidad de la ley 975 de 2005, por 
medio de la demanda de inconstitucionalidad presentada contra la mencionada 
ley. La demanda, se fundamentalmente sobre cuatro aspectos importantes: 1) 
Inconstitucionalidad formal por no haberse tramitado como una ley estatutaria. 2) 
Inconstitucionalidad formal de algunos artículos, por faltas graves en el 
procedimiento. 3) Inconstitucionalidad material de la ley por generar un perdón 
general al modo de indulto frente a graves violaciones de derechos humanos. Y 4) 
Inconstitucionalidad material de algunos artículos de la norma por desconocer 
parcialmente los derechos de las víctimas y de la sociedad a la verdad, justicia y 
reparación por los hechos sucedidos38.  
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Se observa que la Corte le brinda importancia al proceso de paz con los 
paramilitares y analiza minuciosamente que mediante la Ley 975 de 2005 no se 
vulneren los derechos de las víctimas y que por ende los delitos de lesa 
humanidad queden impunes, puesto que unas de las pretensiones de la demanda 
de inconstitucionalidad es precisamente que dicha ley es un mecanismo de 
impunidad sumamente sofisticado de numerosos y graves crímenes de guerra y 
de lesa humanidad; sin embargo, para la Corte Constitucional no es así, es todo 
lo contrario39. 
 
Para realizar el examen, la Corte Constitucional analiza los textos bajo el 
presupuesto de que se presenta una colisión entre diferentes derechos 
constitucionales, por lo que el juez constitucional está llamado a aplicar el método 
de la ponderación, es decir, a sopesar los derechos que se encuentran en 
colisión, en aras de alcanzar una armonización entre ellos, de ser posible, o de 
definir cuál ha de prevalecer en caso de ser contrarios. 
 
Mediante la precitada sentencia la Corte busca determinar la afectación de un 
derecho por el ejercicio o la protección de otro, previendo que no se vulneren 
derechos dentro de la Ley de Justicia y Paz. Por ello, buscó la Honorable Corte 
fundamentar las posturas conflictivistas que conciben los derechos fundamentales 
como realidades jurídicas cuyo ejercicio tiende a colisionar, por lo que en muchas 
circunstancias se hacen inevitables choques entre la sociedad civil que no está de 
acuerdo con un proceso de paz y leyes de amnistía entre el Estado y los grupos 
insurgentes al margen de la ley. 
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Teniendo en cuenta lo anterior, la Corte ha considerado mediante la precitada 
sentencia que cuando se dan las situaciones de conflicto, existen dos soluciones 
posibles, la primera consiste en jerarquizar los derechos y admitir que algunos 
tienen más valor intrínseco que otros, por lo cual el conflicto se define prefiriendo 
un derecho sobre el otro40. Al respecto autores como Alexy concuerdan con lo 
manifestado por la Corte Constitucional ante lo observado en relación a la Ley 
975 de 2005, el cual consideran que uno de los mecanismos importantes de 
solución que se deben emplear dentro de la concepción conflictivista de los 
derechos fundamentales es la ponderación de derechos dentro de un proceso de 
paz41.  
 
Se puede decir que la Corte, mediante la precitada sentencia, analiza la 
constitucionalidad de la finalidad perseguida, para responder tajantemente que la 
Paz es un valor fundamental del Estado Colombiano y representa por lo tanto un 
objetivo legítimo. En contraste con lo dicho hasta aquí se puede considerar que la 
Corte realiza un examen sobre la adecuación, necesidad y proporcionalidad de 
las medidas propuestas en la ley 975 de 2005, es así que en la parte resolutoria 
decide “Declarar EXEQUIBLE la Ley 975 de 2005, en cuanto hace referencia a los 
cargos formulados según los cuales debería haber sido expedida con sujeción a 
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ASPECTOS IMPORTANTES DE LA REPARACIÓN ECONÓMICA DE LAS 
VÍCTIMAS EN EL PROCESO DE JUSTICIA Y PAZ A LA LUZ DE LA LEY 975 
DE 2005 
 
Para poder entender los aspectos importantes de la reparación económica de las 
víctimas del paramilitarismo dentro del proceso de paz aplicado mediante la Ley 
975 de 2005, primero se debe entender lo que es el proceso de paz dentro de un 
conflicto armado interno, es importante citar a Galtung, (quien considera que 
dentro de todo conflicto armado debe existir un proceso de paz y ante este un 
acuerdo de paz, para ello según el precitado autor debe existir una 
implementación de los acuerdos dentro de un proceso que normalmente se llama 
posconflicto43. Galtung, es uno de los mayores exponentes de las teorías que se 
enmarcan dentro de los procesos de paz que se han dado a lo largo de la historia 
en los países donde han existido conflictos armados. “es importante entender que 
la violencia no es homogénea, que esta muta y tiene varias caras y factores, 
desde la clásica división entre violencia estructural, directa y cultural”44. Los 
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aportes de este autor en los procesos de paz a nivel internacional se enmarcan en 
que desarrolló la distinción entre violencia directa (por ejemplo, niños asesinados), 
violencia estructural (por ejemplo, niños que mueren debido a la pobreza) y 
violencia cultural (es decir, aquello que nos ciega a esto o que busca 
justificaciones). Por último, se puede mencionar la violencia directa al cambiar los 
comportamientos en conflictos; con la violencia estructural, al eliminar las 
injusticias estructurales; y con la violencia cultural, al cambiar las actitudes. 
 
Un excelente teórico que vale pena citar es a Curle, quien fundamenta su teoría en 
“la práctica de la mediación”, a partir de sus experiencias en la Guerra de Biafra en 
Nigeria45, el precitado autor define la paz y el conflicto como un conjunto de 
relaciones pacíficas y caóticas; “el establecimiento de la paz se forma 
estableciendo cambios a las relaciones en donde se produzca el desarrollo, 
considerar la paz en forma amplia en términos de desarrollo humano más que 
como un conjunto de normas”. Para este autor en todo proceso de paz de existir 
un mediador (sea un Estado o una institución altamente capacitada para tal fin), en 
este aspecto, el papel del mediador es construir, mantener y mejorar la 
comunicación; en segundo lugar, ofrece información a todas las partes del 
conflicto; en tercer lugar, se hace “amigo” de las partes del conflicto; y en cuarto 
lugar, fomenta lo que denomina“mediación activa” (es decir, cultivar el deseo de 
involucrarse en la negociación cooperativa). Desarrolló el concepto de “mediación 
suave”, que posteriormente se convirtió en “mediación por la Vía” o “diplomacia 
ciudadana”. 
 
“El mantenimiento de la paz se ha convertido en una destacada estrategia de 
intervención para la gestión y la solución de los conflictos posteriores a la Guerra 
Fría en la comunidad global46”. Woodhouse, considera que a las amenazas cada 
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vez más complejas a la seguridad internacional, las respuestas al mantenimiento 
de la paz se han transformado en mucho más elaboradas. Se han convertido en 
más diversas funcionalmente (incluyendo la prevención de conflictos, la asistencia 
humanitaria, la supervisión de los derechos humanos, la supervisión electoral, la 
desmovilización y la rehabilitación, la consolidación de la paz y la reconstrucción 
posterior al conflicto), con la composición de las misiones desarrollándose en 
consecuencia (incluyendo los operadores militares y civiles de mantenimiento de 
lapaz, el personal de asistencia humanitaria y los actores intergubernamentales, 
gubernamentales y no gubernamentales). 
 
Los párrafos anteriores permiten observar la importancia de los procesos de paz 
desde el contexto internacional, al respecto se puede decir que es importante 
tener en cuenta para el correcto proceder de los procesos de paz la inclusión del 
Estado y las instituciones políticas, bajo la supervisión de la comunidad 
internacional y las organizaciones internacionales. Esto con el fin de que no se 
vulneren los derechos de las víctimas del conflicto dentro del proceso de paz 
teniendo en cuenta para ello la reparación económica y material de las mismas. 
Tal como se puede observar, el proceso de paz desde un punto de vista de los 
teóricos aquí citados permite analizar que dentro de estos debe existir la 
implementación de lo acordado en ellos, para lo cual se necesita la creación de 
instituciones estables que aseguren el acceso a bienes públicos básicos para la 
mayoría de la población. 
 
Acorde a lo anterior, cabe decir que en Colombia a raíz del proceso de paz con los 
paramilitares se creó la justicia transicional, la cual permitió crear la ley 975 de 
2005 encaminada a la reparación de las víctimas de este grupo insurgente, en su 
momento generó expectativa frente al tema de reparación. Para algunos críticos 
dicha ley presenta falencias como la impunidad, para otros es una norma legal 
ajustable al proceso de paz de aquel entonces y que permitía que el Estado y los 
paramilitares pudieran indemnizar y reparar el daño resarcido sobre sobre la 
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población afectada por el conflicto armado. Es decir, en pleno proceso de paz con 
este grupo armado al margen de la ley y la sociedad seguía dividida, a esto cabe 
citar a Lederach, quien considera que las sociedades profundamente divididas son 
enormemente complejas, víctimas de conflictos que se escapan a la 
categorización clásica de los mismos. Además de ese componente sociológico, 
“los conflictos prolongados tienen dos rasgos determinantes: el fraccionamiento y 
la difusión de poder entre una multitud de grupos con una cuota de poder similar, 
pero apreciada como insuficiente47”.  Según el precitado autor es importante 
identificar las falencias de la aproximación clásica a la construcción de paz, 
haciendo necesaria la creación de formas innovadoras que den respuesta a los 
problemas existentes: limitación de la acción del Estado y reparación de las 
relaciones sociales y de poder. 
 
De acuerdo a los precitados autores, la construcción de paz es un proceso 
integral, si se observa en Colombia se promulgó la famosa Ley 975 de 2005 o Ley 
de Justicia y Paz, la cual se fundamentó en cuatro pilares esenciales, orientados 
todos a alcanzar la reconciliación y la paz nacional: la verdad- la justicia- la 
reparación y la no repetición; en efecto, en la exposición de motivos de la dicha ley 
se hace alusión a la necesidad de cesar el conflicto armado y buscar alternativas 
para alcanzar la reconciliación y la paz sostenible en nuestro país, sin sacrificar el 
derecho de las víctimas, como ya había ocurrido con otros varios procesos de paz 
en los que se concedió a los perpetradores la amnistía y/o el indulto; sin embargo, 
es importante el poder entender que los procesos de paz, por lo tanto, no es solo 
un proceso sectorial, es un proceso global que toca a todos los aspectos de una 
comunidad política, desde la creación de redes sociales sanas hasta la 
reconstrucción de infraestructuras físicas. Para ello, cada autor citado plantea sus 
propios fundamentos de los diversos aspectos del proceso de construcción de 
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paz. Normalmente los procesos de construcción de paz, así como los propios 
procesos de paz, son tomados en cuenta basándose en tiempos irreales. 
 
Es importante el poder resaltar la Ley de Justicia y Paz (Ley 975 de 2995) desde 
un punto de vista de la justicia transicional, al aspecto Abuchaibe  afirma que el 
objetivo de la justicia transicional se encuentra exclusivamente delimitada al 
pretender devolver a las víctimas a una situación de vulnerabilidad y carencias48. 
Analizando la contextualización de la problemática en la cual se enmarca la 
temática propuesta, se puede decir que el Estado colombiano mediante la Ley de 
Justicia de Paz buscó fortalecer no solo el proceso de paz con los paramilitares 
sino por ende salvaguardar los derechos de las víctimas y así propender por 
indemnizar económicamente a los mismos, siento este uno de los mecanismos de 
justicia transicional propuesto en lel proceso de paz con los paramilitares. No se 
puede desconocer que en Colombia existen derechos fundamentales consagrados 
en la Constitución Política de 1991, así como convenios internacionales que han 
sido ratificados por el Estado Colombiano, dichos tratados, dentro de un proceso 
de paz como el de Colombia no son de obligatorio cumplimiento, puesto que lo 
que se busca fortalecer un derecho fundamental como lo es la paz misma para 
cada uno de los ciudadanos que componen la nación colombiana49. 
 
Es decir que en un proceso de paz como el que se llevó con los paramilitares 
donde se creó la Ley 975 de 2005 teniendo en cuenta que el conflicto armado 
interno deterioro no solo el tejido social, sino que trajo consecuencias políticas y 
económicas para el Estado, ante esto necesitaba alcanzar la paz con este grupo 
                                            
48
 Abuchaibe Heydi. La Declaración del Milenio y la justicia. Oasis. 2010. Disponible en 
https://revistas.uexternado.edu.co/index.php/oasis/article/view/3174 
49
 …el artículo 27, inciso 1, de la Convención de Viena establece que “un Estado parte en un tratado no 
podrá invocar las disposiciones de su derecho interno como justificación del incumplimiento del tratado”. 
Por el otro, la Corte en muchas ocasionas había expresado que la “Constitución prevalece sobre los tratados, 
por lo cual un convenio contrario a la Constitución es inaplicable. PRADA María Angélica (2015). La 
Integración Del Derecho Internacional En El Sistema Colombiano. Obtenido de La Integración Del Derecho 




insurgente y a través de ella conseguir herramientas legales que les permitiera 
indemnizar económicamente a las víctimas de este conflicto En este sentido 
Rettberg, considera que la paz se puede entender como “la estabilización política 
y la participación del sector privado, la sociedad civil en miras de alcanzar un 
Estado tranquilo sin rencillas bajo una reconciliación social, política y 
económica50”.   
 
Lo descrito en los párrafos anteriores, permite entender que la reparación 
económica de las víctimas planteadas en la Ley 975 de 2005 es un mecanismo 
diseñado por el Estado para resarcir el daño perpetrado a miles de colombianos 
víctimas de una violencia que se ensañó contra ellos sin razón aparente, “muchas 
veces bajo la mirada inerte del Estado que por complicidad, incapacidad o 
inoperancia de sus mismas autoridades (acción u omisión) permitió la 
consumación de toda suerte de atrocidades51”.  
 
En cuanto a su aplicabilidad, la Ley 975 de 2005 es enfática al señalar que tipo de 
personas son las que deben ser indemnizadas económicamente, ante esto la ley 
se aplica en sentido restringido y únicamente cobija a la persona natural ya que 
fue concebida para sancionar la violación masiva de derechos humanos, los 
cuales son atributos exclusivos de los seres humanos. Esto no quiere significar 
que las personas jurídicas o morales no puedan ser víctimas de daños 
antijurídicos sujetos a reparación, sino que dichos daños deberán tramitarse ante 
la jurisdicción ordinaria y no por el procedimiento de la ley transicional de justicia y 
paz. 
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No se puede negar que las víctimas del conflicto interno en Colombia conforman 
poblaciones desplazadas, donde la mayoría, por no decir todas, son pobres, 
proceden en su gran mayoría del campo y arrastran consigo años de marginalidad 
y exclusión social. El conflicto en Colombia, ha dejado marginalidad y exclusión, 
estimulado el desarrollo de estrategias de supervivencia y de adaptación a las más 
difíciles situaciones ecológicas y sociales.  
 
Lo anterior permite analizar una dimensión que se refiere a todo lo que se agrega 
con el sufrimiento engendrado por la violencia que han padecido (masacres, 
torturas, desalojo, destrucción de sus bienes, amenazas, miedos, perdidas 
económicas, retenciones etc. ...) que va asociado con los efectos económicos, 
sociales, culturales y emocionales producidos por el conflicto, todo esto llevo al 
Estado colombiano a crear mecanismos legales como lo fue la Ley 975 de 2005 
con el fin proteger a las víctimas del conflicto dentro del proceso de paz con los 
paramilitares, por tal motivo la precitada ley acogió varios conceptos que permiten 
diferenciar condiciones y calidades de las víctimas; en primer lugar se refiere a la 
víctima directa, que es la persona sobre la que recae directamente el daño, o 
también conocida como el sujeto pasivo de la acción; en contraposición la víctima 
indirecta, que es todo aquel que aunque no es sujeto pasivo de la acción, si lo es 
del perjuicio que se origina en él; generalmente son las personas con vínculos de 
parentesco o familiares, tales como el cónyuge y los descendientes y 
ascendientes de la víctima directa.  
 
Lo descrito en el párrafo anterior, sin mencionar lo que   se vive después del 
conflicto como desplazado forzoso y lo que ocurre después del desplazamiento en 
la comunidad que los recibe y en la relación con las instituciones y personas que 
intervienen, cabe señalar al menos tres ámbitos: 
 
La Ley de Justicia y Paz, considera que tanto la víctima del conflicto interno como 
el desplazado por la violencia requieren continuidad, permanencia, solidaridad, 
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vínculos de confiabilidad que no suelen darse ni deben esperarse de las 
relaciones institucionales. Es importante reconocer que el ámbito solidario y 
comunitario del acompañamiento a la población desplazada y a la población 
receptora no puede sujetarse a las reglas contractuales e institucionales que son 
inevitables y deseables en la acción del Estado y sus instituciones. 
 
De esta forma, se puede decir que la reparación económica estipulada en la Ley 
975 de 2005 es un mecanismo que adquiere su mayor dimensión en los modelos 
de la justicia transicional diseñados para atenuar el odio  intenso que suele 
generar la confrontación  y su enfoque primordial consiste en la búsqueda de la 
reconciliación como presupuesto para alcanzar la paz; esto lógicamente  debe 
soportarse en exigencias concretas para los diferentes actores,  que no son otra 
cosa que los derechos conculcados a sus víctimas, tales como el derecho a la 
verdad, la justicia, la reparación y la garantía de no repetición. 
La ley de justicia y paz fue promulgada con esos precisos fines, siendo así que el 
tema de la reparación es un protagonista importante a lo largo de su articulado, 
siempre encaminado a recalcar sobre la obligación que tienen los miembros de los 
grupos al margen de la ley de resarcir los daños colectivos e individuales 
causados a sus víctimas como presupuesto necesario para poder acceder a la 
alternatividad en la pena, además de otra serie de obligaciones que a su vez se 
constituyen en formas de reparación.   
  
Precisamente la Ley 975 de 2005 señala que los obligados a reparar a las 
víctimas son en su orden: i) Los miembros de grupos armados al margen de la ley 
beneficiarios; ii) Los demás miembros del grupo que, por el hecho de pertenecer al 
mismo, adquieren una responsabilidad solidaria y al igual que los primeros deben 
responder con su propio patrimonio, y iii) el Fondo de Reparación de Victimas. 
 
Sin embargo y pese a lo descrito anteriormente alrededor de la Ley 975 de 2005 y 
la reparación económica de las víctimas, existe una de las problemáticas que más 
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se ha tratado en Colombia en los últimos años, como la ha sido los procesos de 
paz, teniendo en cuenta que todo proceso de paz conlleva, por parte del gobierno, 
a un intento por lograr y sumar esfuerzos, donde el dominio territorial es un interés 
económico de explotación y negocio para estos grupos armados. Autores como 
Ayala, afirma que “Colombia es un país que se debate entre la legitimidad y la 
violencia… y que durante años ha permanecido “en un conflicto armado interno de 
causas políticas, económicas y sociales52”.  Es por ello, que el Estado se vio 
obligado a crear un mecanismo legal que obligara a los paramilitares a indemnizar 
a sus víctimas y de esta forma reconociéndole a los desmovilizados del 
paramilitarismo unas amnistías y ayudas económicas encaminadas a fortalecerlos 
e integrarlos a la vida civil bajo unos parámetros legales que les cohibiera de 
reintegrarse nuevamente a grupos paramilitares. Es así como en Colombia poco a 
poco se fue dando la figura del postconflicto y justicia transicional, teniendo en 
cuenta que en los procesos de paz no solo se debe premiar al victimario, sino que 
se estipula la reparación integral de las víctimas. 
 
Es así que la reparación económica de víctimas es necesaria primero y ante todo 
por razones de principios. La mínima decencia obligada, a la sociedad a hacer 
justicia a los millones de desplazados que fueron despojados de sus tierras y 
vieron sus vidas truncadas. En este sentido, la justicia transicional es, por un lado, 
una disciplina normativa, pues exige que las transiciones respeten ciertos 
estándares de justicia, que hoy no son únicamente exigencias éticas, sino también 
normas jurídicas cuya imperatividad se ha ido consolidando en las últimas 
décadas. 
 
El acceso igual y efectivo a la justicia y paz creada por la Ley 975 de 2005, en 
primer lugar, opera en el Estado colombiano teniendo en cuenta las jurisdicciones 
nacionales y a jurisdicción internacional, tanto para demandas individuales cuanto 
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para querellas colectivas, e incluye no sólo los procedimientos judiciales sino 
también los de carácter administrativo y disciplinario. "Las obligaciones resultantes 
del derecho internacional para asegurar el derecho de acceso a la justicia y a un 
procedimiento justo e imparcial deberán reflejarse en el derecho interno53”.  En 
este aspecto, se observa que el concepto justicia transicional aplicado por medio 
de la Ley de Justicia y Paz es complejo, puesto que las normas que la componen 
tienen diversas implicaciones e interpretaciones.  
 
A lo anterior se puede decir que el carácter "transicional" propuesto por la Ley 975 
de 2005 fue un requisito legal de transformación dentro del proceso de paz con los 
paramilitares, el cual se dio ante una situación de conflicto o represión a una de 
paz y democracia. Bajo esta interpretación, los mecanismos asociados con este 
paradigma serán exclusivamente aquellos que se implemente en un momento 
histórico intermedio en el cual ya no existe un conflicto, pero aún no se ha 
alcanzado una institucionalidad democrática que responda a las necesidades 
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ANÁLISIS GENERAL  
 
Es Importante el poder analizar todo lo concerniente al conflicto en Colombia con 
el paramilitarismo y lo que sobrevino a la sociedad en relación al proceso de paz 
con este grupo ilegal armado. Se observa a lo largo de esta investigación las 
diferentes posturas que existen en relación al proceso de paz con el 
paramilitarismo y ciertas controversias en relación a la Ley 975 de 2005; sin 
embargo, los resultados del estudio permitieron ver que no todo es negativo, unos 
de los aspectos importantes de esta investigación se pueden observar en las 
siguientes ilustraciones.  
 
Desde que comenzó el proceso de paz con los paramilitares importantes sectores 
de la sociedad civil observaron con expectativa el proceso de desmovilización que 
el gobierno nacional adelantaba con estos grupos y consideraban que esta 
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iniciativa podía representar una posibilidad para avanzar en el camino de la 
búsqueda de una salida negociada al conflicto armado colombiano y, aunque 
había reservas sobre el alcance y las posibilidades del mismo, los diversos 
sectores sociales ponderaron positivamente el hecho de que el Gobierno asumiera 












Fuente: Autoría propia 
 
Para nadie es desconocido que el conflicto con los paramilitares dejó marginalidad 
y exclusión, estimulado el desarrollo de estrategias de supervivencia y de 
adaptación a las más difíciles situaciones económicas y sociales. Una de las 
problemáticas que más se ha tratado en Colombia en los últimos años han sido los 
procesos de paz, empezando por el de los paramilitares; sin embargo, todo 
proceso de paz conlleva, por parte del gobierno, a un intento por lograr sumar 
esfuerzos, donde el dominio territorial es un interés económico de explotación y 
negocio para estos grupos armados. 
 
Colombia es un país que se debate entre la legitimidad y la violencia… y que 
durante años ha permanecido, en un conflicto armado interno de causas políticas, 
Proceso de justicia y 
paz con los 
paramilitares  
Proceso de 
reincorporación a la 
vida civil  
programa de 
Resocialización para la 
población (Ley 975 de 
2005)  
Programa para la 
restauración para la 
población (Ley 975 de 
2005) 
beneficios legales  
Articulacion 
institucional  
Ilustración 1 Aspectos importantes del proceso de paz con los paramilitares 
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económicas y sociales54.  Es decir que el conflicto armado en Estado se ha 
desarrollado en los escenarios social, político, institucional y militar, siendo este 
último su expresión más visible pero no siempre la más cruda. “La pobreza, la 
marginalidad, el desarraigo, el despojo, la exclusión, el desconocimiento de 
derechos, la estigmatización, el señalamiento, la persecución, la coerción física, la 
amenaza, el desplazamiento forzado, la retención y judicialización arbitraria, la 
tortura, la detención-desaparición, la masacre, el genocidio, el asesinato selectivo, 
hacen parte del repertorio de deshumanización que ha caracterizado el conflicto 
colombiano en una violación flagrante de los derechos fundamentales y los 
derechos humanos55”.  Lo descrito por el autor permite observar que los 
padecimientos que sufren las víctimas del conflicto interno conlleva a formar una 
serie de traumas psicológicos, sociales y físicos que afectan en gran manera al 
individuo implicado en forma directa e indirecta consecuencias funestas que 
agravan su calidad de vida.  
 
Ante lo anterior, surgió desde las 2000 ideas pacifistas por parte del Estado, hasta 
llegar el 2005 donde se dio el famoso proceso con grupos paramilitares oso 
proceso de paz con el paramilitarismo. Donde el Estado empieza a poner a 
disposición de la población víctima del conflicto, servicios e instituciones 
accesibles y respuestas adecuadas en salud, educación, vivienda, protección 
social y justicia. La equidad y la tolerancia se traducen en este caso en 
oportunidad de acceder al ejercicio de los derechos ciudadanos y de disfrutar de 
las prestaciones sociales y de los servicios que el Estado ofrece a los ciudadanos, 
así como de la infraestructura y de los equipamientos dispuestos para la población 
local (centros comunales, parques, instituciones de cultura, espacio público etc.) 
 
Sin embargo, a raíz de este proceso con grupos paramilitares, el Estado empezó a 
crear una serie de mecanismos legales para favorecer a los victimarios y sus 
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víctimas. Empezando de esta forma por crear leyes como la Ley 975 de 2005 
creada para la reincorporación de miembros de grupos armados organizados al 
margen de la ley, para que por medio de ella contribuyeran de manera efectiva a 
la consecución de la paz y por ende llegar a forma acuerdos humanitarios. La 
realidad es que a los desmovilizados del paramilitarismo se ve víctima del conflicto 
y el desplazado se percibe desde dos aspectos: en primer lugar, se observan 
como personas que tuvieron una experiencia guerrerista, con deseos de superarse 
y socializarse; en segundo lugar, como personas peligrosas, desconocidas, 
generadoras de incertidumbre o de nuevos problemas.  
 
Las acciones en este frente requieren estrategias culturales para cambiar un modo 
de relación y de percepción excluyente frente a los desplazados del 
paramilitarismo por parte de la misma sociedad, proyectos concretos de 
reorientación de los servicios y de las instituciones con miras a remover, hasta 
donde sea posible, hábitos, prácticas y sistemas organizativos y burocráticos que 
favorecen la exclusión y la discriminación frente a poblaciones que no manejan ni 
el mundo urbano, ni la cultura letrada, ni los trámites. 
 
A lo largo del conflicto interno que se vive en Colombia se ha demostrado las 
continuas violaciones de derechos asociadas al mismo y la violencia sistemática 
se han traducido en la limitación del ejercicio de derechos colectivos y ha dado 
paso a crisis humanitarias en diversas zonas del país. 
 
Es importante aclarar que el conflicto interno no solo ha afectado los derechos 
fundamentales, ya que este flagelo conlleva a la vulneración de los derechos 
humanos. Al respecto, se puede decir que los derechos humanos son derechos 
inherentes a todos los seres humanos, sin distinción alguna de nacionalidad, lugar 
de residencia, sexo, origen nacional o étnico, color, religión, lengua, o cualquier 
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otra condición56. En la actualidad la comunidad internacional mediante 
organizaciones como la ONU y otras entidades, han propendido por salvaguardar 
los derechos de las personas en el Estado Colombiano a raíz del conflicto armado; 
en la Constitución Política de Colombia de 1991 se plantearon en un orden de 
ideas los Derechos Fundamentales, entre ellos el más importante “Derecho a la 
Vida” (Art. 11 C.P.C), todo esto a la luz del incremento de la violencia en 
Colombia. 
 
La justicia transicional es una respuesta a las violaciones sistemáticas o 
generalizadas a los derechos humanos. Su objetivo es reconocer a las víctimas y 
promover iniciativas de paz, reconciliación y democracia. La justicia transicional no 
es una forma especial de justicia, sino una justicia adaptada a sociedades que se 
transforman a sí mismas después de un período de violación generalizada de los 
derechos humanos.  
 
Según la ley 1448 de 2011 consagra en el artículo 8o. Justicia transicional. 
Entiéndase por justicia transicional los diferentes procesos y mecanismos 
judiciales o extrajudiciales asociados con los intentos de la sociedad por garantizar 
que los responsables de las violaciones contempladas en el artículo 3o de la 
presente Ley, rindan cuentas de sus actos, se satisfagan los derechos a la justicia, 
la verdad y la reparación integral a las víctimas, se lleven a cabo las reformas 
institucionales necesarias para la no repetición de los hechos y la desarticulación 
de las estructuras armadas ilegales, con el fin último de lograr la reconciliación 
nacional y la paz duradera y sostenible. 
 
Según el VII Congreso de las Naciones Unidas, se llegó a la conclusión de 
manejar a las víctimas en dos grupos: las víctimas de delitos y los de abuso de 
poder, mismos que quedaron definidas en la declaración sobre los principios 
fundamentales de justicia relativos a las víctimas, en la forma siguiente: 
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a) Víctimas de delitos (artículo 1º.), “Se entenderá por víctimas las personas 
que individual o colectivamente hayan sufrido daños, incluidas lesiones físicas o 
mentales, sufrimiento emocional, pérdida financiera o menoscabo sustancial de 
sus derechos fundamentales, como consecuencia de acciones u omisiones que 
violen la legislación penal vigente en los Estados miembros, incluida la que 
prescribe el abuso del poder”. 
 
b) Víctimas del abuso del poder: (artículo 18).- “Se entenderá por víctimas las 
personas que, individual o colectivamente, hayan sufrido daños, incluidos lesiones, 
físicas o mentales, sufrimiento emocional, pérdida financiera o menoscabo 
sustancial de sus derechos fundamentales, como consecuencia de acciones u 
omisiones que no lleguen a constituir violaciones del derecho penal nacional, pero 
violan normas internacionalmente reconocidas relativas a los derechos humanos”. 
Según la ley 1448 del 2011 lo conceptualiza como:  
 
ARTÍCULO 3o. VÍCTIMAS. Se consideran víctimas, para los efectos de esta ley, 
aquellas personas que individual o colectivamente hayan sufrido un daño por 
hechos ocurridos a partir del 1o de enero de 1985, como consecuencia de 
infracciones al Derecho Internacional Humanitario o de violaciones graves y 
manifiestas a las normas internacionales de Derechos Humanos, ocurridas con 































Desde el año 1997 surgen disposiciones que adquieren rango de ley pasando a 
ser vinculantes y de obligatorio cumplimiento para el Estado colombiano a través 
de la Ley 387 de 1997 donde en su artículo 17 se retoman los mismos objetivos y 
programas respecto de la consolidación y estabilización socioeconómica 
señalados por el Conpes. En esta norma, también se menciona mecanismos 
legales como: atención en salud, la educación y la vivienda, como componentes 
para la estabilización socioeconómica, los cuales, si bien son un importante 
complemento para la generación de ingresos mediante proyectos productivos, no 
serán objeto de profundización en este artículo, debido a que se trata de temas 
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bastante extensos y complejos que requieren de un tratamiento muy específico. 
Siguiendo este orden de ideas se creó dentro de los mecanismos de reparación el 
Fondo Nacional para la Atención Integral a la Población Desplazada por la 
Violencia el cual tuvo como objeto financiar y/o cofinanciar los programas de 
prevención del desplazamiento, de atención, humanitaria de emergencia, de 
retorno, de estabilización y consolidación socioeconómica y la instalación y 
operación de la Red Nacional (art. 22 Ley 387 de 1997). 
Como se ha podido observar a lo largo de este escrito, el conflicto armado en 
Colombia ha sido uno de los fenómenos que más atrocidades ha cometido contra 
la población civil. Desde el surgimiento de las guerrillas se empezaron a formar, en 
la década de los ochenta grupos paramilitares para contrarrestar las atrocidades 
cometidos por los primeros, la verdad, el remedio fue más caro que la 
enfermedad, pue los segundos empezaron a masacrar a la población civil siendo 
esta desprotegida por el Estado. Antes estos hechos, para la década de los 
noventa el gobierno colombiano empieza a generar leyes que protegieran la 
vulnerabilidad de la población civil tal como fue la Ley 387 de 1987: “por la cual se 
adoptan medidas para la prevención del desplazamiento forzado; la atención, 
protección, consolidación y esta estabilización socioeconómica de los desplazados 
internos por la violencia en la República de Colombia”.   
 
En cuanto a la sentencia C-370/06, se puede decir que la Corte a lo largo de la 
sentencia realiza un excelente examen si las medidas propuestas por la Ley 975 
de 2005 e impugnada por la demanda de inconstitucionalidad, de acuerdo a los 
criterios de la Corte estas pueden ser consideradas y adecuadas para lograr el 
objetivo de la paz, se justifican las restricciones a los derechos de la sociedad y 
de las víctimas. Para ello se vale de una serie de herramientas de su propia 
jurisprudencia y de la valoración de los tratados internacionales firmados por 
Colombia en materia de Derechos Humanos y de derecho internacional 
humanitario. Para la corte la importancia de esta radica en que son el marco 
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constitucional al que deberá sujetarse todo proceso de justicia transicional con 
que se busque lograr la paz en el Estado Colombiano.  
 
De acuerdo a lo mencionado en el capítulo 4, se puede decir que uno de los 
mayores desafíos que Colombia enfrenta en la construcción de paz es la 
reparación de las víctimas de violaciones graves a los derechos humanos como 
consecuencia del conflicto armado. Por este motivo, el Estado colombiano optó 
por el diseño de la reparación integral, con el objetivo de superar el mero enfoque 
de la indemnización económica por lo que incluyó otras medidas materiales como 
proporcionar asistencia psicosocial, viviendas dignas, o la restitución de tierras. 
Desde su creación dicha Ley generó expectativas entre las víctimas y fue 
presentada como un instrumento que aspiraba a reparar, pero también a 
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